
ORDINARIO N° 2019 00831 00 
 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 13 de agosto de 2021, pasa al Despacho 

de la Señora Juez, el proceso de la referencia, informando, que, el Juzgado 3° 

Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín, al que le correspondió el 

presente proceso, suscitó conflicto negativo de competencia y la Honorable 

Corte Suprema de Justicia dispuso que esta Sede Judicial es la competente 

para conocer del presente asunto, (01- fls. 78 a 86 pdf). Finalmente, que el 

proceso fue entregado solo hasta el día 04 de agosto de 2021, (01- fls. 88 a 89 

pdf). Sírvase proveer.  
EP 

 

EMELY LORENA PARRA ROJAS 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 
BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho dispone: 

 

OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo resuelto por la Sala de Casación Laboral de la 

H. Corte Suprema de Justicia en providencia adiada 3 de febrero de 2021, a 

través de la cual dirimió el conflicto negativo de competencia suscitado entre 

este Despacho y el Juzgado 3° Municipal de Pequeñas Causas Laborales de 

Medellín, (01-fls. 78 a 86 pdf).  

 

ADMITIR la demanda ordinaria laboral de ÚNICA INSTANCIA promovida por 

RICARDO MEDINA TOVAR en contra de la sociedad ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍA PROTECCIÓN S.A., en razón a que 

cumple los requisitos previstos en el artículo 25 del C.P.T. y S.S. 

 

NOTIFICAR PERSONALMENTE el contenido del presente auto a la sociedad 

demandada ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍA 
PROTECCIÓN S.A., a través de su representante legal, o por quien haga las 

veces de representante legal, de conformidad con lo previsto en el numeral 1° 

del literal A) del artículo 41 del C.P.T. y S.S., modificado por el art. 20 de la ley 

712 de 2001. 

 

Para lograr la notificación del auto admisorio de la demanda a la demandada, 

la PARTE DEMANDANTE proceda conforme lo dispuesto en los arts. 291 a 293 

del C.G.P.  

 

Si a bien lo tiene, la parte demandante, podrá hacer uso del trámite de 
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notificación personal previsto en el art. 8 del Decreto 806 de 2020, para lo cual 

deberá remitir a la dirección electrónica de la demandada, mensaje de datos 

con copia del presente proveído, del libelo incoatorio, de la subsanación si 

existiere y de sus anexos, con copia al correo electrónico institucional: 

eparrar@cendoj.ramajudicial.gov.co; informando, además, la forma como 

obtuvo la dirección electrónica de la persona a notificar y allegará las 

evidencias correspondientes. Efectuado este trámite, por SECRETARÍA 

remítase mensaje de datos o déjese informe de comunicación y utilícese 

sistemas de confirmación del recibo de los correos electrónicos por parte del 

destinatario, dejando todas las constancias en el expediente. 

 

ADVIÉRTASE a la parte demandada, que deberá contestar la demanda con el 

lleno de los requisitos de que trata el art. 31 del C.P.T. y S.S., modificado por el 

art. 18 de la ley 712 de 2001, en audiencia pública, cuya fecha y hora será 

señalada por el Despacho. 

 

Se REQUIERE a las partes, apoderados y auxiliares de la justicia, para que en 

lo sucesivo, envíen sus memoriales en formato PDF, al correo electrónico 

j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto del mensaje informe el 

número del proceso al cual van radicar la correspondencia e informen sus 

canales de comunicación: abonado telefónico y dirección electrónica, conforme 

el Decreto 806 del 04 de junio de 2020, el cual dispone la utilización de las 

tecnologías de la información y de las comunicaciones, en el trámite de los 

procesos judiciales. 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
5b9e349ae0514b11cb35dbeeea391c4da89d54f5856729719eaa4a23e0220
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Documento generado en 13/08/2021 11:47:24 AM 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 11 de agosto de 2021, pasa al Despacho 
de la señora Juez, el proceso de la referencia, informando, que, llegado el día y 
hora de la audiencia señalada en proveído anterior, se hizo presente el abogado 
de la parte actora y el curador ad litem de la demandada, no obstante, no 
compareció la señora demandante, motivo por el cual no se surtió la diligencia 
programada. De otro lado, que la suscrita se comunicó al abonado telefónico 
3232249664 de la actora, el cual fue reportado por su apoderado, sin obtener 
respuesta alguna; razón por la cual se remitió correo electrónico a la dirección 
darlysperez1993@gmail.com, a efectos de establecer comunicación con la 
demandante, sin que a la fecha exista contestación por parte de la misma, (dto. 
21 E.E.). Sírvase proveer. 
 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
EP 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 
DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 
 
Visto el informe secretarial que antecede, efectivamente llegado el día y 

hora de la audiencia programada en providencia anterior, el Despacho 
consideró necesaria la comparecencia de la demandante a la diligencia, 

razón por la cual no dio inicio a la misma. 

 

Lo anterior, por cuanto no se evidencia que la demandante hubiera 

conferido poder al Dr. EDWIN AYERBE ARÉVALO TORRES a través de un 
mensaje de datos, conforme el art. 5 del decreto 806 de 2020, ni tampoco 

lo allegó con nota de presentación personal. 
 

Por lo tanto, el Despacho ADVIERTE una causal de nulidad, de 

conformidad con el numeral 4 del art. 133 del CGP, aplicable en materia 
laboral por remisión expresa del art. 145 del CPT y SS: “Cuando es 

indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa 

como su apoderado judicial carece íntegramente de poder”, y ordena 
PONERLA EN CONOCIMIENTO de la Sra. DARLIS PATRICIA PÉREZ 

DÁVILA, conforme el art. 137 del CGP. 

 
Ahora bien, el art. 137 del CGP, exige que cuando se trate de la causal 

prevista en el numeral 4 del art. 133 ibídem, el trámite para poner en 
conocimiento de la parte afectada la nulidad, será conforme las reglas 

generales establecidas en los arts. 291 y 292 del CGP. 
 

mailto:darlysperez1993@gmail.com
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Así mismo, el Decreto 806 del 04 de junio de 2020, permite la utilización 

de las tecnologías de la información y de las comunicaciones en el trámite 

de los procesos judiciales, estableciendo en el art. 8 del decreto 806 de 

2020, que “Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 

podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje 

de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en 

que se realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o 

aviso judicial físico o virtual. (…)” 
 

Por lo tanto, se ordena que, por la secretaría de este Juzgado, se 

NOTIFIQUE PERSONALMENTE el contenido del presente auto a la Sra. 

DARLIS PATRICIA PÉREZ DÁVILA, haciendo uso del trámite de 

notificación personal previsto en el art. 8 del Decreto 806 de 2020, o en su 

defecto el trámite establecido en los arts. 291 y 292 del CGP; advirtiendo a 

la afectada, que deberá aportar el mensaje de datos a través del cual 

confirió poder al Dr. EDWIN AYERBE ARÉVALO TORRES, o en caso de 

que así lo disponga, podrá allegarlo conforme lo previsto en el artículo 74 

del C.G.P. 

 

De otra parte, se REQUIERE al Dr. EDWIN AYERBE ARÉVALO TORRES, 

para que comunique al Juzgado, si tanto la dirección física como 

electrónica de la señora demandante, informados en la demanda, 
continúan siendo las mismas, en caso negativo, poner en conocimiento de 

la secretaría del Juzgado los nuevos datos de notificación. 
 

Se REQUIERE a las partes, apoderados y auxiliares de la justicia, para 

que en lo sucesivo, envíen sus memoriales en formato PDF, al correo 

electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto del 
mensaje informe el número del proceso al cual van radicar la 

correspondencia e informen sus canales de comunicación: abonado 
telefónico y dirección electrónica, conforme el Decreto 806 del 04 de junio 

de 2020, el cual dispone la utilización de las tecnologías de la información 
y de las comunicaciones, en el trámite de los procesos judiciales. 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
c1d712540460d593907a0425c7b0e1ffc403c56ab6da8069e55b8c96f9

4d65d6 
Documento generado en 13/08/2021 03:16:52 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de JOSÉ ALCIDES 

ALFONSO GARCÍA, por la suma de $2.155.816, correspondiente a los 

aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de empleador, durante 

los años 2019 y 2020; por los intereses causados desde su exigibilidad y 
hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las costas procesales 

y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que 

se causen con posterioridad a la presentación de la demanda, junto con los 

respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  
 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 
contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 11 de noviembre de 

2020, dirigida a JOSÉ ALCIDES ALFONSO GARCÍA, mediante la cual se le 

informó que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, la 

suma de $2.798.223 por concepto de aportes e intereses moratorios, (01-fl. 

54 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fl. 52 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que JOSÉ ALCIDES ALFONSO 
GARCÍA, conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 11 de noviembre de 

2020, arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa de 
mensajería Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma 
manuscrita, (01-fl. 55 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra JOSÉ ALCIDES ALFONSO GARCÍA, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 
la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de AVANZAR 

SOLUCIONES ADMINISTRATIVAS S.A.S., por la suma de $3.162.621, 

correspondiente a los aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de 

empleador, durante los años 2016 a 2020; por los intereses causados desde 
su exigibilidad y hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las 

costas procesales y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por 

las cotizaciones que se causen con posterioridad a la presentación de la 

demanda, junto con los respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  
 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 
contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   



EJECUTIVO No. 2021 00382 00 

En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 03 de noviembre de 

2020, dirigida a AVANZAR SOLUCIONES ADMINISTRATIVAS S.A.S., 

mediante la cual se le informó que, adeudaba al sistema general de 

seguridad social en salud, la suma de $2.879.329 por concepto de aportes 

e intereses moratorios, (01-fl. 56 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fl. 54 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que AVANZAR SOLUCIONES 
ADMINISTRATIVAS S.A.S., conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 03 

de noviembre de 2020, arrimó al plenario la guía de envío emitida por la 
empresa de mensajería Servientrega, en la cual se impuso una palabra de 
forma manuscrita que resulta ilegible, (01-fl. 57 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra AVANZAR SOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 

S.A.S., por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 
la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
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EJECUTIVO No. 2021 00384 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de BINGO LAS 

VEGAS CLUB S.A.S., por la suma de $3.704.878, correspondiente a los 

aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de empleador, durante 

los años 2020 y 2021; por los intereses causados desde su exigibilidad y 
hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las costas procesales 

y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que 

se causen con posterioridad a la presentación de la demanda, junto con los 

respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 
fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 
Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   
 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 12 de enero de 2021, 

dirigida a BINGO LAS VEGAS CLUB S.A.S., mediante la cual se le informó 

que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, la suma de 

$3.215.797, por concepto de aportes e intereses moratorios, (01-fl. 60 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fls. 57 y 58 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que BINGO LAS VEGAS CLUB 

S.A.S., conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 12 de enero de 2021, 
arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa de mensajería 

Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma manuscrita, (01-fl. 
61 pdf). 
 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 

de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 

actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 
medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 

a través de correo certificado.  
 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 
forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 

por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 

TOTAL EPS-S S.A., contra BINGO LAS VEGAS CLUB S.A.S., por las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 

la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
71bf58ab29fd12dba94be9256263cbcda903b8b5d28e0a42c32b8415db

381091 
Documento generado en 13/08/2021 11:47:37 AM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de AURA 

SOLUCIONES INTEGRALES S.A.S., por la suma de $3.086.524, 

correspondiente a los aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de 

empleador, durante los años 2019 a 2021; por los intereses causados desde 
su exigibilidad y hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las 

costas procesales y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por 

las cotizaciones que se causen con posterioridad a la presentación de la 

demanda, junto con los respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 
fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 
Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   
 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 04 de enero de 2021, 

dirigida a AURA SOLUCIONES INTEGRALES S.A.S., mediante la cual se le 

informó que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, la 

suma de $5.604.901, por concepto de aportes e intereses moratorios, (01-

fls. 57 y 58 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fls. 54 y 55 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que AURA SOLUCIONES 
INTEGRALES S.A.S., conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 04 de 

enero de 2021, arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa 
de mensajería Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma 
manuscrita, (01-fl. 59 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra AURA SOLUCIONES INTEGRALES S.A.S., por 

las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 
la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
d2081a877c4d9c6cce57240277f2cad3e06676abc12c173655e547e484

a99857 
Documento generado en 13/08/2021 11:47:41 AM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 23 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de CAMBIO DIGITAL 

S.A.S., por la suma de $5.903.588, correspondiente a los aportes a salud 

dejados de cancelar en su calidad de empleador, durante los años 2018 a 

2021; por los intereses causados desde su exigibilidad y hasta la fecha del 
pago total de la obligación, junto con las costas procesales y los gastos en 

que incurra la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que se causen con 

posterioridad a la presentación de la demanda, junto con los respectivos 

intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  
 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 
contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 14 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  

 



EJECUTIVO No. 2021 00391 00 

Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 15 de abril de 2020, 

dirigida a CAMBIO DIGITAL S.A.S., mediante la cual se le informó que, 

adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, aportes e 

intereses moratorios, (01-fl. 59 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fls. 56 y 57 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que CAMBIO DIGITAL S.A.S., 
conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 15 de abril de 2020, arrimó al 
plenario la guía de envío emitida por la empresa de mensajería Servientrega, 

en la cual se impuso el sello de una propiedad horizontal, (01-fl. 60 pdf). 
 
Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 

imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   
 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 
forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 

por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  

 
Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 

TOTAL EPS-S S.A., contra CAMBIO DIGITAL S.A.S., por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 

la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 
 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
09d3366d785f100e120c32fe157b95d71dd9d23076d50683b0ee6a2e8

e235ed6 
Documento generado en 13/08/2021 11:47:44 AM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de CONTROL 

INSTRUMENTAL METROLÓGICO, BIOMÉDICO E INGENIERÍA S.A.S., por 

la suma de $6.992.101, correspondiente a los aportes a salud dejados de 

cancelar en su calidad de empleador, durante los años 2020 y 2021; por los 
intereses causados desde su exigibilidad y hasta la fecha del pago total de 

la obligación, junto con las costas procesales y los gastos en que incurra la 

entidad ejecutante; y por las cotizaciones que se causen con posterioridad 

a la presentación de la demanda, junto con los respectivos intereses 

moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  
 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 
y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 

obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 
o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 

exigible.  

 
Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 

ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 
pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 

los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 
fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 
Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   
 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 19 de noviembre de 

2020, dirigida a CONTROL INSTRUMENTAL METROLÓGICO, BIOMÉDICO 

E INGENIERÍA S.A.S., mediante la cual se le informó que, adeudaba al 

sistema general de seguridad social en salud, la suma de $3.948.611, por 

concepto de aportes e intereses moratorios, (01-fl. 58 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fls. 54 a 56 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que CONTROL INSTRUMENTAL 
METROLÓGICO, BIOMÉDICO E INGENIERÍA S.A.S., conoce la carta de 

cobro pre jurídico de fecha 19 de noviembre de 2020, arrimó al plenario la 
guía de envío emitida por la empresa de mensajería Servientrega, en la cual 
se impuso un nombre de forma manuscrita, (01-fl. 59 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario. 

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  

 



EJECUTIVO No. 2021 00392 00 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra CONTROL INSTRUMENTAL METROLÓGICO, 

BIOMÉDICO E INGENIERÍA S.A.S., por las razones expuestas en la parte 

motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 
T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 

la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
8b6d789cb3aa3f6178fc10460b1f737e92694b788e72dfc223b6dee9c71

2ea72 
Documento generado en 13/08/2021 11:47:47 AM 
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JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de INVERSIONES 

DIGLOW S.A.S., por la suma de $2.259.513, correspondiente a los aportes 

a salud dejados de cancelar en su calidad de empleador, durante los años 

2019 y 2020; por los intereses causados desde su exigibilidad y hasta la 
fecha del pago total de la obligación, junto con las costas procesales y los 

gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que se 

causen con posterioridad a la presentación de la demanda, junto con los 

respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf). 

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  
 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 
contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 17 de diciembre de 

2019, dirigida a INVERSIONES DIGLOW S.A.S., mediante la cual se le 

informó que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, la 

suma de $1.363.341, por concepto de aportes e intereses moratorios, (01-

fls. 60 y 61 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fl. 55 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que INVERSIONES DIGLOW 
S.A.S., conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 17 de diciembre de 

2019, arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa de 
mensajería Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma 
manuscrita, (01-fl. 62 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra INVERSIONES DIGLOW S.A.S., por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 
la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
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EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
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EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de CONSUELO DE 

JESÚS CABARCAS NAVARRO, por la suma de $3.537.085, correspondiente 

a los aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de empleador, 

durante los años 2018 a 2020; por los intereses causados desde su 
exigibilidad y hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las 

costas procesales y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por 

las cotizaciones que se causen con posterioridad a la presentación de la 

demanda, junto con los respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  
 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 
contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  

 



EJECUTIVO No. 2021 00394 00 

Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 04 de diciembre de 

2019, dirigida a CONSUELO DE JESÚS CABARCAS NAVARRO, mediante la 

cual se le informó que, adeudaba al sistema general de seguridad social en 

salud, la suma de $2.304.850, por concepto de aportes e intereses 

moratorios, (01-fls. 55 y 56 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fls. 52 y 53 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que CONSUELO DE JESÚS 
CABARCAS NAVARRO, conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 04 de 

diciembre de 2019, arrimó al plenario la guía de envío emitida por la 
empresa de mensajería Servientrega, en la cual se impuso un nombre de 
forma manuscrita, (01-fl. 57 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 
para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 

de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 

imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 
cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   
 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 
1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 

actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 
medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 

a través de correo certificado.  
 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra CONSUELO DE JESÚS CABARCAS NAVARRO, 

por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 
la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
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HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de JAVIER DE 

JESÚS OSPINA MARTÍNEZ, por la suma de $2.414.094, correspondiente a 

los aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de empleador, durante 

los años 2019 y 2020; por los intereses causados desde su exigibilidad y 
hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las costas procesales 

y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que 

se causen con posterioridad a la presentación de la demanda, junto con los 

respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 
fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 
Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   
 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 10 de enero de 2020, 

dirigida a JAVIER DE JESÚS OSPINA MARTÍNEZ, mediante la cual se le 

informó que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, la 

suma de $2.567.830, por concepto de aportes e intereses moratorios, (01-

fls. 55 y 56 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fl. 53 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que JAVIER DE JESÚS OSPINA 
MARTÍNEZ, conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 10 de enero de 

2020, arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa de 
mensajería Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma 
manuscrita, (01-fl. 57 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra JAVIER DE JESÚS OSPINA MARTÍNEZ, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 
la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
38995e7bd6eb4f4b68ec4929179692e11991a606a6d3c0418e88feba74

28719c 
Documento generado en 13/08/2021 11:47:56 AM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de LAURA CRISTINA 

PÉREZ VALERO, por la suma de $4.829.694, correspondiente a los aportes 

a salud dejados de cancelar en su calidad de empleador, durante los años 

2015 a 2020; por los intereses causados desde su exigibilidad y hasta la 
fecha del pago total de la obligación, junto con las costas procesales y los 

gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que se 

causen con posterioridad a la presentación de la demanda, junto con los 

respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 
fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 
Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   
 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 18 de julio de 2020, 

dirigida a LAURA CRISTINA PÉREZ VALERO, mediante la cual se le informó 

que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, la suma de 

$3.804.894, por concepto de aportes e intereses moratorios, (01-fl. 55 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fls. 52 y 53 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que LAURA CRISTINA PÉREZ 

VALERO, conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 18 de julio de 2020, 
arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa de mensajería 

Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma manuscrita, (01-fl. 
56 pdf). 
 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 

de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 

actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 
medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 

a través de correo certificado.  
 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 
forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 

por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 

TOTAL EPS-S S.A., contra LAURA CRISTINA PÉREZ VALERO, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 

la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 
 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
4fae616caa81df58b22b2ab893742ebd9035bda32373756fef74c404cfd

eb65b 
Documento generado en 13/08/2021 11:47:59 AM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de SOCIEDAD 

PRESTADORA DE SERVICIOS INTEGRALES Y EMPRESARIALES S.A.S., 

por la suma de $8.610.680, correspondiente a los aportes a salud dejados 

de cancelar en su calidad de empleador, durante los años 2019 y 2020; por 
los intereses causados desde su exigibilidad y hasta la fecha del pago total 

de la obligación, junto con las costas procesales y los gastos en que incurra 

la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que se causen con posterioridad 

a la presentación de la demanda, junto con los respectivos intereses 

moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  
 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 
y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 

obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 
o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 

exigible.  

 
Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 

ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 
pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 

los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 
fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 
Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   
 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 04 de agosto de 2020, 

dirigida a SOCIEDAD PRESTADORA DE SERVICIOS INTEGRALES Y 

EMPRESARIALES S.A.S., mediante la cual se le informó que, adeudaba al 

sistema general de seguridad social en salud, la suma de $9.283.098, por 

concepto de aportes e intereses moratorios, (01-fl. 57 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fls. 54 y 55 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que SOCIEDAD PRESTADORA 
DE SERVICIOS INTEGRALES Y EMPRESARIALES S.A.S., conoce la carta de 

cobro pre jurídico de fecha 04 de agosto de 2020, arrimó al plenario la guía 
de envío emitida por la empresa de mensajería Servientrega, en la cual se 
impuso un nombre de forma manuscrita, (01-fls. 58 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra SOCIEDAD PRESTADORA DE SERVICIOS 

INTEGRALES Y EMPRESARIALES S.A.S., por las razones expuestas en la 

parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 
T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 

la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
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JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 23 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de CONSTRU - 

IMPERMART S.A.S., por la suma de $3.969.400, correspondiente a los 

aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de empleador, durante 

los años 2017 a 2020; por los intereses causados desde su exigibilidad y 
hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las costas procesales 

y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que 

se causen con posterioridad a la presentación de la demanda, junto con los 

respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 
fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 
Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   
 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 14 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 14 de octubre de 

2020, dirigida a CONSTRU - IMPERMART S.A.S., mediante la cual se le 

informó que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, 

aportes e intereses moratorios, (01-fl. 58 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fl. 56 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que CONSTRU - IMPERMART 

S.A.S., conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 14 de octubre de 2020, 
arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa de mensajería 

Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma manuscrita, (01-fl. 
59 pdf). 
 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 

de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 

actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 
medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 

a través de correo certificado.  
 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 
forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 

por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 

TOTAL EPS-S S.A., contra CONSTRU - IMPERMART S.A.S., por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 

la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 
 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
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Juez 
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EJECUTIVO No. 2021 00407 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de JORGE ELÍAS 

NORIEGA GARCÍA, por la suma de $5.753.740, correspondiente a los 

aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de empleador, durante 

los años 2015 a 2020; por los intereses causados desde su exigibilidad y 

hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las costas procesales 

y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que 
se causen con posterioridad a la presentación de la demanda, junto con los 

respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  
 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 

obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 

exigible.  

 
Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 

ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 
pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 

los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 
fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  
 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 
contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   
 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 

45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 
las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  

 



EJECUTIVO No. 2021 00407 00 

Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 16 de enero de 2020, 

dirigida a JORGE ELÍAS NORIEGA GARCÍA, mediante la cual se le informó 

que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, la suma de 

$5.541.233, por concepto de aportes e intereses moratorios, (01-fl. 55 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fls. 52 y 53 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que JORGE ELÍAS NORIEGA 

GARCÍA, conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 16 de enero de 2020, 
arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa de mensajería 

Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma manuscrita, (01-fl. 
55 pdf). 
 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 

de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 

imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   
 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 

actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 
medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 

a través de correo certificado.  
 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 
forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 

por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 

TOTAL EPS-S S.A., contra JORGE ELÍAS NORIEGA GARCÍA, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 

la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 
 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
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EJECUTIVO No. 2021 00408 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de INVERSIONES Y 

SERVICIOS GRM S.A.S., por la suma de $2.015.130, correspondiente a los 

aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de empleador, durante 

los años 2019 Y 2020; por los intereses causados desde su exigibilidad y 
hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las costas procesales 

y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por las cotizaciones que 

se causen con posterioridad a la presentación de la demanda, junto con los 

respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 
fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 
Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   
 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 09 de diciembre de 

2019, dirigida a INVERSIONES Y SERVICIOS GRM S.A.S., mediante la cual 

se le informó que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, 

la suma de $4.230.461, por concepto de aportes e intereses moratorios, (01-

fl. 55 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fl. 53 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que INVERSIONES Y SERVICIOS 
GRM S.A.S., conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 09 de diciembre 

de 2019, arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa de 
mensajería Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma 
manuscrita, (01-fl. 56 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra INVERSIONES Y SERVICIOS GRM S.A.S., por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 
la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
9b9d82a8b2c92998d2b364ec597d14c034712f89d99928336aa49d228

0f63c20 
Documento generado en 13/08/2021 11:46:50 AM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 29 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de SERVI 

MANTENIMIENTO JAMUNDÍ S.A.S., por la suma de $3.454.629, 

correspondiente a los aportes a salud dejados de cancelar en su calidad de 

empleador, durante los años 2019 a 2021; por los intereses causados desde 
su exigibilidad y hasta la fecha del pago total de la obligación, junto con las 

costas procesales y los gastos en que incurra la entidad ejecutante; y por 

las cotizaciones que se causen con posterioridad a la presentación de la 

demanda, junto con los respectivos intereses moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  

 
Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 
obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 
exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  
 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 
contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 21 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 1° de febrero de 2021, 

dirigida a SERVI MANTENIMIENTO JAMUNDÍ S.A.S., mediante la cual se le 

informó que, adeudaba al sistema general de seguridad social en salud, la 

suma de $2.600.611, por concepto de aportes e intereses moratorios, (01-fl. 

57 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fl. 55 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que SERVI MANTENIMIENTO 
JAMUNDÍ S.A.S., conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 1° de febrero 

de 2021, arrimó al plenario la guía de envío emitida por la empresa de 
mensajería Servientrega, en la cual se impuso un nombre de forma 
manuscrita, (01-fl. 58 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra SERVI MANTENIMIENTO JAMUNDÍ S.A.S., por 

las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 
la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
4a54bf38ee32076506365dfa9d224948f766536f795a5c4925342c0bd9

c3ae71 
Documento generado en 13/08/2021 11:46:53 AM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 



EJECUTIVO No. 2021 00414 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo de la referencia, informando 

que el término concedido en auto anterior, venció el día 23 de julio hogaño, 
y dentro del mismo la parte ejecutante atendió el requerimiento efectuado, 

(Doc. 04 E.E.). Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que SALUD TOTAL EPS-S 
S.A., pretende se libre mandamiento de pago en contra de 

CONSTRUCCIONES HOLGUÍN Y VILLEGAS S.A.S., por la suma de 

$8.072.257, correspondiente a los aportes a salud dejados de cancelar en 

su calidad de empleador, durante los años 2019 y 2020; por los intereses 
causados desde su exigibilidad y hasta la fecha del pago total de la 

obligación, junto con las costas procesales y los gastos en que incurra la 

entidad ejecutante; y por las cotizaciones que se causen con posterioridad 

a la presentación de la demanda, junto con los respectivos intereses 

moratorios, (01-fls. 2 y 3 pdf).  
 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 
y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 

obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 
o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 

exigible.  

 
Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 

ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 
pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 

los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 
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mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 
Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en salud, dejadas de cancelar por la parte 

ejecutada, al respecto el art. 27 del Decreto 1818 de 1996, el cual subrogó 

el art. 38 del Decreto 326 de 1996, otorgó mérito ejecutivo a los formularios 

de autoliquidación de aportes, y a las cuentas de cobro enviadas por las 

entidades administradoras del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud a los aportantes. 

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

Adicionalmente, el parágrafo 1° art. 2.1.9.6 del Decreto 780 de 2016, 

dispuso que las empresas promotoras de salud, adelantarán las acciones de 
cobro de las cotizaciones e intereses de mora adeudados por los aportantes, 

conforme a los estándares de procesos establecidos por la UGPP.  
 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  
 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 
contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 
 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia.   
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En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 
septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 
“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 
Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 
lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que mediante auto calendado 14 

de julio de 2021, este Juzgado dispuso requerir a la parte ejecutante, para 

que se sirviera informar si los documentos base de esta ejecución se 
encontraban en su poder, bien sea en original o en copia auténtica, (Doc. 03 

E.E.). 

 
El doctor ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de apoderado 

de la parte ejecutante, con el fin de atender el requerimiento, señaló que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder en original, 
(04-fl. 3 pdf).  
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Cumplido entonces el requerimiento efectuado por este Despacho, procede 

este Juzgado a verificar los documentos allegados por la parte ejecutante, y 

a través de los cuales pretende conformar el título ejecutivo.   
 

Se observa que fue aportada la comunicación de fecha 10 de agosto de 2020, 

dirigida a CONSTRUCCIONES HOLGUÍN Y VILLEGAS S.A.S., mediante la 

cual se le informó que, adeudaba al sistema general de seguridad social en 

salud, la suma de $5.223.121, por concepto de aportes e intereses 

moratorios, (01-fls. 58 y 59 pdf). 

 

Junto al anterior requerimiento, se allegó el estado de cuenta, en el cual se 

indican con precisión los periodos adeudados, los trabajadores respecto de 

los cuales existe mora en los aportes, el capital de la obligación y los 

intereses causados, (01-fls. 55 y 56 pdf).  

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a los 

estándares de cobro establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de 

la Resolución No. 2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma 

disposición.  

 

Ahora, la parte ejecutante para demostrar que CONSTRUCCIONES 
HOLGUÍN Y VILLEGAS S.A.S., conoce la carta de cobro pre jurídico de fecha 

10 de agosto de 2020, arrimó al plenario la guía de envío emitida por la 
empresa de mensajería Servientrega, en la cual se impuso un nombre de 
forma manuscrita, (01-fl. 60 pdf). 

 

Así que, la guía expedida por la empresa Servientrega resulta insuficiente 

para tener por cierto, que los documentos enviados al deudor, en primer 

lugar, le fueron entregados, y en segundo lugar, que correspondan al aviso 
de incumplimiento y al estado de cuenta, ya que en el evento de enviarse el 

requerimiento a través de correo certificado, para este Despacho resulta 
imprescindible además, que la documentación se encuentre debidamente 

cotejada por la compañía de mensajería, para de esta manera tener plena 

certeza del contenido de la información remitida al destinatario.   

 

De manera que, si bien el estado de cuenta emitido por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 27 del Decreto 1818 de 

1996, lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de 

ejecución, debe comunicarse al aportante la mora en las cotizaciones, 
actuación de la cual no se tiene plena certeza en este asunto, pues ningún 

medio probatorio permite concluir, que el deudor tiene conocimiento del 

requerimiento enviado presuntamente por la empresa promotora de salud, 
a través de correo certificado.  

 
En ese orden de ideas, y al no haberse integrado el título ejecutivo en debida 

forma, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 
por SALUD TOTAL EPS-S S.A.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., contra CONSTRUCCIONES HOLGUÍN Y VILLEGAS 

S.A.S., por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  
 

TERCERO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las 

actuaciones surtidas por el Juzgado.  
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO 
TORRES ARAGÓN, identificado con C.C. No. 73.205.246 y portador de la 

T.P. No. 155713 del C.S. de la Jud., para actuar como apoderado judicial de 
la parte ejecutante, en los términos y para los fines del poder conferido, (01-

fls. 9 y 10 pdf). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 
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validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 
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JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 
Despacho de la señora Juez, informando que correspondió por reparto la 
presente demanda ejecutiva, y quedó radicada bajo el No. 2021-00421. 
Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, sería del caso estudiar la viabilidad 

de la presente demanda ejecutiva, de no ser porque observa el Despacho, que 
carece de competencia en razón del factor territorial para conocer de este 

asunto, como quiera que, las gestiones de cobro adelantadas por la 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A., a efectos de obtener el pago de los aportes en mora al 

sistema general de seguridad social en pensiones, adeudados por la sociedad 

INTEGRA MÉDICA COLOMBIA S.A., se surtieron en la ciudad de Medellín (01-

fl. 12 pdf), lugar en el cual la ejecutante cuenta con su domicilio principal, 
pues así se desprende del certificado de existencia y representación legal, (Doc. 

03 E.E.). 

 

Al respecto, la Sala de Casación Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia, 

mediante auto AL 2940-2019 del 10 de julio de 2019, con ponencia del doctor 
JORGE LUIS QUIRÓZ ALEMÁN, -pronunciamiento que ha sido reiterado por 

esa Corporación, en providencias AL1046-2020, AL228-2021, y AL-784 de 

2021-, señaló: 

 
“…el juez competente para conocer del presente asunto es el Municipal de 
Pequeñas Causas Laborales de Santa Marta, en razón al domicilio de la 
demandante, ya que cuenta con sucursal en esa ciudad, lugar desde el 
cual además se adelantó la gestión de cobro prejurídico señalada, y en 
el que se deduce se creó el título ejecutivo base de recaudo.” (Negrita fuera de 
texto) 

 
Adicionó la providencia, que a pesar de no existir una norma clara y expresa, 

que permita establecer la competencia para conocer de las acciones ejecutivas 

que prevé el art. 24 de la Ley 100 de 1993, por analogía del art. 145 del C.P.T. 
y S.S., debe aplicarse el art. 110 del citado estatuto procesal, el cual dispone:  
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“De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946, 
conocerán los jueces laborales del circuito del domicilio del Instituto Colombiano 
de Seguros Sociales o de la caja seccional del mismo que hubiere proferido la 
resolución correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre 
competencia por razón de la cuantía.”  
 

El anterior argumento, según la H. Corte Suprema de Justicia, también 

encuentra soporte en que, al momento de expedición del Código Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social, “la única entidad administradora del Sistema 

de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la 

Ley 100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los 

subsistemas que lo integran”.1 
 

Así las cosas, se ordenará la remisión del presente proceso a los Juzgados 

Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Medellín (Reparto), por recaer 

en ellos la competencia para conocer de este litigio, ya que en esa ciudad la 

ejecutante cuenta con su domicilio principal, y además, efectuó los 

requerimientos dirigidos a obtener, el pago de las cotizaciones al sistema 

general de seguridad social en pensiones en mora.  

 

Lo anterior, por cuanto el art. 90 del C.G.P., aplicable por analogía conforme 
al art. 145 del C.P.T. y S.S., dispone que el Juez rechazará la demanda cuando 

carezca de jurisdicción o de competencia, ordenando para tal efecto la 

remisión del proceso al competente.  

 

Finalmente, en el evento de presentarse diferencias en cuanto al conocimiento 

de esta demanda ejecutiva, lo procedente es suscitar el RESPECTIVO 
CONFLICTO NEGATIVO conforme a lo dispuesto en el art. 139 del C.G.P., en 

concordancia con el inc. 2° del art. 16 de la Ley 270 de 1996 y el num. 4º del 

art. 15 del C.P.T. y S.S. 

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 
PRIMERO: INCORPORAR al expediente el certificado de existencia y 
representación legal de la parte ejecutante, el cual fue obtenido del portal web 

del Registro Único Empresarial y Social – RUES, (Doc. 03 E.E.) 

 
SEGUNDO: DECLARAR LA FALTA DE COMPETENCIA POR EL FACTOR 
TERRITORIAL, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
 
TERCERO: REMITIR la presente demanda a la Oficina Judicial de Reparto, 

de los Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Medellín, para 

lo de su cargo. 
 

                                                           

1
 Auto AL 2940-2019 del 10 de julio de 2019. 



EJECUTIVO No. 2021 00421 00 

CUARTO: Por Secretaría, ELABÓRESE el correspondiente oficio y déjense las 
constancias del caso, previas desanotaciones de rigor. 
 
El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 
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EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 
Despacho de la señora Juez, informando que correspondió por reparto la 
presente demanda ejecutiva, y quedó radicada bajo el No. 2021-00427. 
Sírvase proveer.  

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria. 
DL 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, sería del caso estudiar la viabilidad 

de la presente demanda ejecutiva, de no ser porque observa el Despacho, que 
carece de competencia en razón del factor territorial para conocer de este 

asunto, como quiera que, las gestiones de cobro adelantadas por la 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A., a efectos de obtener el pago de los aportes en mora al 

sistema general de seguridad social en pensiones, adeudados por la sociedad 

VISION VIDA SAS, se surtieron en la ciudad de Medellín (01-fl. 22 pdf), lugar 

en el cual la ejecutante cuenta con su domicilio principal, pues así se 
desprende del certificado de existencia y representación legal, (Doc. 03 E.E.). 

 

Al respecto, la Sala de Casación Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia, 

mediante auto AL 2940-2019 del 10 de julio de 2019, con ponencia del doctor 

JORGE LUIS QUIRÓZ ALEMÁN, -pronunciamiento que ha sido reiterado por 

esa Corporación, en providencias AL1046-2020, AL228-2021, y AL-784 de 

2021-, señaló: 
 

“…el juez competente para conocer del presente asunto es el Municipal de 
Pequeñas Causas Laborales de Santa Marta, en razón al domicilio de la 
demandante, ya que cuenta con sucursal en esa ciudad, lugar desde el 
cual además se adelantó la gestión de cobro prejurídico señalada, y en 
el que se deduce se creó el título ejecutivo base de recaudo.” (Negrita fuera de 
texto) 

 

Adicionó la providencia, que a pesar de no existir una norma clara y expresa, 

que permita establecer la competencia para conocer de las acciones ejecutivas 
que prevé el art. 24 de la Ley 100 de 1993, por analogía del art. 145 del C.P.T. 

y S.S., debe aplicarse el art. 110 del citado estatuto procesal, el cual dispone:  



EJECUTIVO No. 2021 00427 00 

“De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946, 
conocerán los jueces laborales del circuito del domicilio del Instituto Colombiano 
de Seguros Sociales o de la caja seccional del mismo que hubiere proferido la 
resolución correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre 
competencia por razón de la cuantía.”  
 

El anterior argumento, según la H. Corte Suprema de Justicia, también 

encuentra soporte en que, al momento de expedición del Código Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social, “la única entidad administradora del Sistema 

de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la 

Ley 100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los 

subsistemas que lo integran”.1 
 

Así las cosas, se ordenará la remisión del presente proceso a los Juzgados 

Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Medellín (Reparto), por recaer 

en ellos la competencia para conocer de este litigio, ya que en esa ciudad la 

ejecutante cuenta con su domicilio principal, y además, efectuó los 

requerimientos dirigidos a obtener, el pago de las cotizaciones al sistema 

general de seguridad social en pensiones en mora.  

 

Lo anterior, por cuanto el art. 90 del C.G.P., aplicable por analogía conforme 
al art. 145 del C.P.T. y S.S., dispone que el Juez rechazará la demanda cuando 

carezca de jurisdicción o de competencia, ordenando para tal efecto la 

remisión del proceso al competente.  

 

Finalmente, en el evento de presentarse diferencias en cuanto al conocimiento 

de esta demanda ejecutiva, lo procedente es suscitar el RESPECTIVO 
CONFLICTO NEGATIVO conforme a lo dispuesto en el art. 139 del C.G.P., en 

concordancia con el inc. 2° del art. 16 de la Ley 270 de 1996 y el num. 4º del 

art. 15 del C.P.T. y S.S. 

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
 
PRIMERO: INCORPORAR al expediente el certificado de existencia y 
representación legal de la parte ejecutante, el cual fue obtenido del portal web 

del Registro Único Empresarial y Social – RUES, (Doc. 03 E.E.) 

 
SEGUNDO: DECLARAR LA FALTA DE COMPETENCIA POR EL FACTOR 
TERRITORIAL, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
 
TERCERO: REMITIR la presente demanda a la Oficina Judicial de Reparto, 

de los Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Medellín, para 

lo de su cargo. 
 

                                                           

1
 Auto AL 2940-2019 del 10 de julio de 2019. 
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CUARTO: Por Secretaría, ELABÓRESE el correspondiente oficio y déjense las 
constancias del caso, previas desanotaciones de rigor. 
 
El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 
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EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho informando, que correspondió por reparto la presente demanda 

ejecutiva, y quedó radicada bajo el No. 2021-00422. Sírvase proveer.  

 
 EMELY LORENA PARRA ROJAS  

Secretaria. 
DL 
   

  REPÚBLICA DE COLOMBIA  

 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, este Despacho ha de señalar en 

primer lugar, que en razón a la declaratoria de estado de emergencia 

económica, social y ecológica por parte del Gobierno Nacional, fue expedido el 

Decreto 806 del 04 de junio de 2020, con el fin de “implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 

los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de 

justicia”. 
 

El Decreto 806 en su art. 6° estableció que, las demandas serían presentadas 

como mensaje de datos, al igual que sus anexos, sin que sea necesaria la 

presentación de copias físicas o electrónicas, para el traslado o para el archivo 

del Juzgado.   

 

A su turno, el parágrafo 1° del citado precepto, señaló que esa disposición es 

aplicable a cualquier actuación procesal, incluidas las que se surtan dentro 

del proceso ejecutivo.  

 

En segundo lugar, y como es sabido, cuando en el proceso ejecutivo laboral se 

pretenda hacer valer un documento como título ejecutivo1, su presentación 

debe efectuarse, bien sea en original o en copia auténtica, sin embargo, en 

atención a lo normado en el parágrafo 1° art. 6° del Decreto 806 de 2020, en 

este caso, no es posible verificar la autenticidad de los documentos que 

soportan esta ejecución.  

 

De manera que, al no existir en la normatividad actual un postulado que 

precise la valoración del título ejecutivo aportado de manera digital, este 

Juzgado ha de remitirse a lo dispuesto en el inc. 2° art. 245 del C.G.P., 

aplicable por analogía en materia laboral, en virtud del art. 145 del C.P.T., el 

cual prevé: 

“Los documentos se aportarán al proceso en original o en copia. 
 
Las partes deberán aportar el original del documento cuando estuviere 
en su poder, salvo causa justificada. Cuando se allegue copia, el 
aportante deberá indicar en dónde se encuentra el original, si tuviere 
conocimiento de ello.” (Negrita fuera de texto) 

 
                                                           
1 Parágrafo Articulo 54 A del C.P.T. y de la S.S. 
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De lo anterior se concluye, que la causa justificada para no aportar los 

documentos base de esta ejecución, es la medida adoptada por el Gobierno 

Nacional a través del Decreto 806 de 2020, pues lo que se pretende con esta 

disposición, es flexibilizar la atención presencial a los usuarios del servicio de 

justicia, y en su lugar, implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en el trámite de los procesos judiciales, ello con el fin de evitar 

y controlar la propagación de la Covid-19.  

 

Si bien lo anterior justifica la presentación del título ejecutivo en forma digital, 

resulta necesario en este caso concreto, que la parte ejecutante en virtud a lo 

normado en el inc. 2° art. 245 del C.G.P. y en concordancia con lo dispuesto 

en el parágrafo del art. 54 A del C.P.T. y de la S.S., indique que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder, bien sea en 

original o en copia auténtica; advirtiéndose desde ya, que esta decisión bajo 

ningún motivo desconoce el postulado del art. 83 de la Constitución Política, 

el cual prevé, que se presume la buena fe de las actuaciones desplegadas por 

los particulares y las autoridades públicas, pues el num. 12 del art. 78 de 

C.G.P., impone como deber de las partes y de los apoderados lo siguiente: 

 

“Adoptar las medidas para conservar en su poder las pruebas y la información 
contenida en mensajes de datos que tenga relación con el proceso y exhibirla 
cuando sea exigida por el juez, de acuerdo con los procedimientos establecidos 
en este código.”     

 

Para dar cumplimiento a lo anterior, se concede a la parte ejecutante, un 
término de cinco (5) días; vencido este término, ingrese el expediente al 

Despacho, para tomar la decisión que en derecho corresponda. 

 

Se REQUIERE a las partes, apoderados y auxiliares de la justicia, para que 

en lo sucesivo, envíen sus memoriales en formato PDF, al correo electrónico 

j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto del mensaje informe el 

número del proceso al cual van a radicar la correspondencia e informen sus 

canales de comunicación: abonado telefónico y dirección electrónica, 

conforme el Decreto 806 del 04 de junio de 2020, el cual dispone la utilización 

de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, en el trámite de 

los procesos judiciales. 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 
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EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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EJECUTIVO No. 2021 00431 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho informando, que correspondió por reparto la presente demanda 

ejecutiva, y quedó radicada bajo el No. 2021-00431. Sírvase proveer.  

 
 EMELY LORENA PARRA ROJAS  

Secretaria. 
DL 
   

  REPÚBLICA DE COLOMBIA  

 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, este Despacho ha de señalar en 

primer lugar, que en razón a la declaratoria de estado de emergencia 

económica, social y ecológica por parte del Gobierno Nacional, fue expedido el 

Decreto 806 del 04 de junio de 2020, con el fin de “implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 

los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de 

justicia”. 
 

El Decreto 806 en su art. 6° estableció que, las demandas serían presentadas 

como mensaje de datos, al igual que sus anexos, sin que sea necesaria la 

presentación de copias físicas o electrónicas, para el traslado o para el archivo 

del Juzgado.   

 

A su turno, el parágrafo 1° del citado precepto, señaló que esa disposición es 

aplicable a cualquier actuación procesal, incluidas las que se surtan dentro 

del proceso ejecutivo.  

 

En segundo lugar, y como es sabido, cuando en el proceso ejecutivo laboral se 

pretenda hacer valer un documento como título ejecutivo1, su presentación 

debe efectuarse, bien sea en original o en copia auténtica, sin embargo, en 

atención a lo normado en el parágrafo 1° art. 6° del Decreto 806 de 2020, en 

este caso, no es posible verificar la autenticidad de los documentos que 

soportan esta ejecución.  

 

De manera que, al no existir en la normatividad actual un postulado que 

precise la valoración del título ejecutivo aportado de manera digital, este 

Juzgado ha de remitirse a lo dispuesto en el inc. 2° art. 245 del C.G.P., 

aplicable por analogía en materia laboral, en virtud del art. 145 del C.P.T., el 

cual prevé: 

“Los documentos se aportarán al proceso en original o en copia. 

 

Las partes deberán aportar el original del documento cuando estuviere 

en su poder, salvo causa justificada. Cuando se allegue copia, el 

aportante deberá indicar en dónde se encuentra el original, si tuviere 

conocimiento de ello.” (Negrita fuera de texto) 

                                                           
1 Parágrafo Articulo 54 A del C.P.T. y de la S.S. 
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De lo anterior se concluye, que la causa justificada para no aportar los 

documentos base de esta ejecución, es la medida adoptada por el Gobierno 

Nacional a través del Decreto 806 de 2020, pues lo que se pretende con esta 

disposición, es flexibilizar la atención presencial a los usuarios del servicio de 

justicia, y en su lugar, implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en el trámite de los procesos judiciales, ello con el fin de evitar 

y controlar la propagación de la Covid-19.  

 

Si bien lo anterior justifica la presentación del título ejecutivo en forma digital, 

resulta necesario en este caso concreto, que la parte ejecutante en virtud a lo 

normado en el inc. 2° art. 245 del C.G.P. y en concordancia con lo dispuesto 

en el parágrafo del art. 54 A del C.P.T. y de la S.S., indique que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder, bien sea en 

original o en copia auténtica; advirtiéndose desde ya, que esta decisión bajo 

ningún motivo desconoce el postulado del art. 83 de la Constitución Política, 

el cual prevé, que se presume la buena fe de las actuaciones desplegadas por 

los particulares y las autoridades públicas, pues el num. 12 del art. 78 de 

C.G.P., impone como deber de las partes y de los apoderados lo siguiente: 

 

“Adoptar las medidas para conservar en su poder las pruebas y la información 

contenida en mensajes de datos que tenga relación con el proceso y exhibirla 

cuando sea exigida por el juez, de acuerdo con los procedimientos establecidos 

en este código.”     
 

Para dar cumplimiento a lo anterior, se concede a la parte ejecutante, un 
término de cinco (5) días; vencido este término, ingrese el expediente al 

Despacho, para tomar la decisión que en derecho corresponda. 

 

Se REQUIERE a las partes, apoderados y auxiliares de la justicia, para que 

en lo sucesivo, envíen sus memoriales en formato PDF, al correo electrónico 

j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto del mensaje informe el 

número del proceso al cual van a radicar la correspondencia e informen sus 

canales de comunicación: abonado telefónico y dirección electrónica, 

conforme el Decreto 806 del 04 de junio de 2020, el cual dispone la utilización 

de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, en el trámite de 

los procesos judiciales. 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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EJECUTIVO No. 2021 00436 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho informando, que correspondió por reparto la presente demanda 

ejecutiva, y quedó radicada bajo el No. 2021-00436. Sírvase proveer.  

 
 EMELY LORENA PARRA ROJAS  

Secretaria. 
DL 
   

  REPÚBLICA DE COLOMBIA  

 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, este Despacho ha de señalar en 

primer lugar, que en razón a la declaratoria de estado de emergencia 

económica, social y ecológica por parte del Gobierno Nacional, fue expedido el 

Decreto 806 del 04 de junio de 2020, con el fin de “implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 

los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de 

justicia”. 
 

El Decreto 806 en su art. 6° estableció que, las demandas serían presentadas 

como mensaje de datos, al igual que sus anexos, sin que sea necesaria la 

presentación de copias físicas o electrónicas, para el traslado o para el archivo 

del Juzgado.   

 

A su turno, el parágrafo 1° del citado precepto, señaló que esa disposición es 

aplicable a cualquier actuación procesal, incluidas las que se surtan dentro 

del proceso ejecutivo.  

 

En segundo lugar, y como es sabido, cuando en el proceso ejecutivo laboral se 

pretenda hacer valer un documento como título ejecutivo1, su presentación 

debe efectuarse, bien sea en original o en copia auténtica, sin embargo, en 

atención a lo normado en el parágrafo 1° art. 6° del Decreto 806 de 2020, en 

este caso, no es posible verificar la autenticidad de los documentos que 

soportan esta ejecución.  

 

De manera que, al no existir en la normatividad actual un postulado que 

precise la valoración del título ejecutivo aportado de manera digital, este 

Juzgado ha de remitirse a lo dispuesto en el inc. 2° art. 245 del C.G.P., 

aplicable por analogía en materia laboral, en virtud del art. 145 del C.P.T., el 

cual prevé: 

“Los documentos se aportarán al proceso en original o en copia. 

 

Las partes deberán aportar el original del documento cuando estuviere 

en su poder, salvo causa justificada. Cuando se allegue copia, el 

aportante deberá indicar en dónde se encuentra el original, si tuviere 

conocimiento de ello.” (Negrita fuera de texto) 

                                                           
1 Parágrafo Articulo 54 A del C.P.T. y de la S.S. 
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De lo anterior se concluye, que la causa justificada para no aportar los 

documentos base de esta ejecución, es la medida adoptada por el Gobierno 

Nacional a través del Decreto 806 de 2020, pues lo que se pretende con esta 

disposición, es flexibilizar la atención presencial a los usuarios del servicio de 

justicia, y en su lugar, implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en el trámite de los procesos judiciales, ello con el fin de evitar 

y controlar la propagación de la Covid-19.  

 

Si bien lo anterior justifica la presentación del título ejecutivo en forma digital, 

resulta necesario en este caso concreto, que la parte ejecutante en virtud a lo 

normado en el inc. 2° art. 245 del C.G.P. y en concordancia con lo dispuesto 

en el parágrafo del art. 54 A del C.P.T. y de la S.S., indique que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder, bien sea en 

original o en copia auténtica; advirtiéndose desde ya, que esta decisión bajo 

ningún motivo desconoce el postulado del art. 83 de la Constitución Política, 

el cual prevé, que se presume la buena fe de las actuaciones desplegadas por 

los particulares y las autoridades públicas, pues el num. 12 del art. 78 de 

C.G.P., impone como deber de las partes y de los apoderados lo siguiente: 

 

“Adoptar las medidas para conservar en su poder las pruebas y la información 

contenida en mensajes de datos que tenga relación con el proceso y exhibirla 

cuando sea exigida por el juez, de acuerdo con los procedimientos establecidos 

en este código.”     
 

Para dar cumplimiento a lo anterior, se concede a la parte ejecutante, un 
término de cinco (5) días; vencido este término, ingrese el expediente al 

Despacho, para tomar la decisión que en derecho corresponda. 

 

Se REQUIERE a las partes, apoderados y auxiliares de la justicia, para que 

en lo sucesivo, envíen sus memoriales en formato PDF, al correo electrónico 

j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto del mensaje informe el 

número del proceso al cual van a radicar la correspondencia e informen sus 

canales de comunicación: abonado telefónico y dirección electrónica, 

conforme el Decreto 806 del 04 de junio de 2020, el cual dispone la utilización 

de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, en el trámite de 

los procesos judiciales. 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 

mailto:j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


EJECUTIVO No. 2021 00436 00 

Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
8004dae5ce3f4a9c454115f672680e977ba16307c7f5cac562010e04e6c88

445 
Documento generado en 13/08/2021 11:47:11 AM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



EJECUTIVO No. 2021 00437 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho informando, que correspondió por reparto la presente demanda 

ejecutiva, y quedó radicada bajo el No. 2021-00437. Sírvase proveer.  

 
 EMELY LORENA PARRA ROJAS  

Secretaria. 
DL 
   

  REPÚBLICA DE COLOMBIA  

 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, este Despacho ha de señalar en 

primer lugar, que en razón a la declaratoria de estado de emergencia 

económica, social y ecológica por parte del Gobierno Nacional, fue expedido el 

Decreto 806 del 04 de junio de 2020, con el fin de “implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 

los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de 

justicia”. 
 

El Decreto 806 en su art. 6° estableció que, las demandas serían presentadas 

como mensaje de datos, al igual que sus anexos, sin que sea necesaria la 

presentación de copias físicas o electrónicas, para el traslado o para el archivo 

del Juzgado.   

 

A su turno, el parágrafo 1° del citado precepto, señaló que esa disposición es 

aplicable a cualquier actuación procesal, incluidas las que se surtan dentro 

del proceso ejecutivo.  

 

En segundo lugar, y como es sabido, cuando en el proceso ejecutivo laboral se 

pretenda hacer valer un documento como título ejecutivo1, su presentación 

debe efectuarse, bien sea en original o en copia auténtica, sin embargo, en 

atención a lo normado en el parágrafo 1° art. 6° del Decreto 806 de 2020, en 

este caso, no es posible verificar la autenticidad de los documentos que 

soportan esta ejecución.  

 

De manera que, al no existir en la normatividad actual un postulado que 

precise la valoración del título ejecutivo aportado de manera digital, este 

Juzgado ha de remitirse a lo dispuesto en el inc. 2° art. 245 del C.G.P., 

aplicable por analogía en materia laboral, en virtud del art. 145 del C.P.T., el 

cual prevé: 

“Los documentos se aportarán al proceso en original o en copia. 
 
Las partes deberán aportar el original del documento cuando estuviere 
en su poder, salvo causa justificada. Cuando se allegue copia, el 
aportante deberá indicar en dónde se encuentra el original, si tuviere 
conocimiento de ello.” (Negrita fuera de texto) 

                                                           
1 Parágrafo Articulo 54 A del C.P.T. y de la S.S. 
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De lo anterior se concluye, que la causa justificada para no aportar los 

documentos base de esta ejecución, es la medida adoptada por el Gobierno 

Nacional a través del Decreto 806 de 2020, pues lo que se pretende con esta 

disposición, es flexibilizar la atención presencial a los usuarios del servicio de 

justicia, y en su lugar, implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en el trámite de los procesos judiciales, ello con el fin de evitar 

y controlar la propagación de la Covid-19.  

 

Si bien lo anterior justifica la presentación del título ejecutivo en forma digital, 

resulta necesario en este caso concreto, que la parte ejecutante en virtud a lo 

normado en el inc. 2° art. 245 del C.G.P. y en concordancia con lo dispuesto 

en el parágrafo del art. 54 A del C.P.T. y de la S.S., indique que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder, bien sea en 

original o en copia auténtica; advirtiéndose desde ya, que esta decisión bajo 

ningún motivo desconoce el postulado del art. 83 de la Constitución Política, 

el cual prevé, que se presume la buena fe de las actuaciones desplegadas por 

los particulares y las autoridades públicas, pues el num. 12 del art. 78 de 

C.G.P., impone como deber de las partes y de los apoderados lo siguiente: 

 

“Adoptar las medidas para conservar en su poder las pruebas y la información 
contenida en mensajes de datos que tenga relación con el proceso y exhibirla 
cuando sea exigida por el juez, de acuerdo con los procedimientos establecidos 
en este código.”     

 

Para dar cumplimiento a lo anterior, se concede a la parte ejecutante, un 
término de cinco (5) días; vencido este término, ingrese el expediente al 

Despacho, para tomar la decisión que en derecho corresponda. 

 

Se REQUIERE a las partes, apoderados y auxiliares de la justicia, para que 

en lo sucesivo, envíen sus memoriales en formato PDF, al correo electrónico 

j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto del mensaje informe el 

número del proceso al cual van a radicar la correspondencia e informen sus 

canales de comunicación: abonado telefónico y dirección electrónica, 

conforme el Decreto 806 del 04 de junio de 2020, el cual dispone la utilización 

de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, en el trámite de 

los procesos judiciales. 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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EJECUTIVO No. 2021 00441 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho informando, que correspondió por reparto la presente demanda 

ejecutiva, y quedó radicada bajo el No. 2021-00441. Sírvase proveer.  

 
 EMELY LORENA PARRA ROJAS  

Secretaria. 
DL 
   

  REPÚBLICA DE COLOMBIA  

 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, este Despacho ha de señalar en 

primer lugar, que en razón a la declaratoria de estado de emergencia 

económica, social y ecológica por parte del Gobierno Nacional, fue expedido el 

Decreto 806 del 04 de junio de 2020, con el fin de “implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 

los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de 

justicia”. 
 

El Decreto 806 en su art. 6° estableció que, las demandas serían presentadas 

como mensaje de datos, al igual que sus anexos, sin que sea necesaria la 

presentación de copias físicas o electrónicas, para el traslado o para el archivo 

del Juzgado.   

 

A su turno, el parágrafo 1° del citado precepto, señaló que esa disposición es 

aplicable a cualquier actuación procesal, incluidas las que se surtan dentro 

del proceso ejecutivo.  

 

En segundo lugar, y como es sabido, cuando en el proceso ejecutivo laboral se 

pretenda hacer valer un documento como título ejecutivo1, su presentación 

debe efectuarse, bien sea en original o en copia auténtica, sin embargo, en 

atención a lo normado en el parágrafo 1° art. 6° del Decreto 806 de 2020, en 

este caso, no es posible verificar la autenticidad de los documentos que 

soportan esta ejecución.  

 

De manera que, al no existir en la normatividad actual un postulado que 

precise la valoración del título ejecutivo aportado de manera digital, este 

Juzgado ha de remitirse a lo dispuesto en el inc. 2° art. 245 del C.G.P., 

aplicable por analogía en materia laboral, en virtud del art. 145 del C.P.T., el 

cual prevé: 

“Los documentos se aportarán al proceso en original o en copia. 
 
Las partes deberán aportar el original del documento cuando estuviere 
en su poder, salvo causa justificada. Cuando se allegue copia, el 
aportante deberá indicar en dónde se encuentra el original, si tuviere 
conocimiento de ello.” (Negrita fuera de texto) 

                                                           
1 Parágrafo Articulo 54 A del C.P.T. y de la S.S. 
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De lo anterior se concluye, que la causa justificada para no aportar los 

documentos base de esta ejecución, es la medida adoptada por el Gobierno 

Nacional a través del Decreto 806 de 2020, pues lo que se pretende con esta 

disposición, es flexibilizar la atención presencial a los usuarios del servicio de 

justicia, y en su lugar, implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en el trámite de los procesos judiciales, ello con el fin de evitar 

y controlar la propagación de la Covid-19.  

 

Si bien lo anterior justifica la presentación del título ejecutivo en forma digital, 

resulta necesario en este caso concreto, que la parte ejecutante en virtud a lo 

normado en el inc. 2° art. 245 del C.G.P. y en concordancia con lo dispuesto 

en el parágrafo del art. 54 A del C.P.T. y de la S.S., indique que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder, bien sea en 

original o en copia auténtica; advirtiéndose desde ya, que esta decisión bajo 

ningún motivo desconoce el postulado del art. 83 de la Constitución Política, 

el cual prevé, que se presume la buena fe de las actuaciones desplegadas por 

los particulares y las autoridades públicas, pues el num. 12 del art. 78 de 

C.G.P., impone como deber de las partes y de los apoderados lo siguiente: 

 

“Adoptar las medidas para conservar en su poder las pruebas y la información 
contenida en mensajes de datos que tenga relación con el proceso y exhibirla 
cuando sea exigida por el juez, de acuerdo con los procedimientos establecidos 
en este código.”     

 

Para dar cumplimiento a lo anterior, se concede a la parte ejecutante, un 
término de cinco (5) días; vencido este término, ingrese el expediente al 

Despacho, para tomar la decisión que en derecho corresponda. 

 

Se REQUIERE a las partes, apoderados y auxiliares de la justicia, para que 

en lo sucesivo, envíen sus memoriales en formato PDF, al correo electrónico 

j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto del mensaje informe el 

número del proceso al cual van a radicar la correspondencia e informen sus 

canales de comunicación: abonado telefónico y dirección electrónica, 

conforme el Decreto 806 del 04 de junio de 2020, el cual dispone la utilización 

de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, en el trámite de 

los procesos judiciales. 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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EJECUTIVO No. 2021 00445 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho informando, que correspondió por reparto la presente demanda 

ejecutiva, y quedó radicada bajo el No. 2021-00445. Sírvase proveer.  

 
 EMELY LORENA PARRA ROJAS  

Secretaria. 
DL 
   

  REPÚBLICA DE COLOMBIA  

 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, este Despacho ha de señalar en 

primer lugar, que en razón a la declaratoria de estado de emergencia 

económica, social y ecológica por parte del Gobierno Nacional, fue expedido el 

Decreto 806 del 04 de junio de 2020, con el fin de “implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 

los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de 

justicia”. 
 

El Decreto 806 en su art. 6° estableció que, las demandas serían presentadas 

como mensaje de datos, al igual que sus anexos, sin que sea necesaria la 

presentación de copias físicas o electrónicas, para el traslado o para el archivo 

del Juzgado.   

 

A su turno, el parágrafo 1° del citado precepto, señaló que esa disposición es 

aplicable a cualquier actuación procesal, incluidas las que se surtan dentro 

del proceso ejecutivo.  

 

En segundo lugar, y como es sabido, cuando en el proceso ejecutivo laboral se 

pretenda hacer valer un documento como título ejecutivo1, su presentación 

debe efectuarse, bien sea en original o en copia auténtica, sin embargo, en 

atención a lo normado en el parágrafo 1° art. 6° del Decreto 806 de 2020, en 

este caso, no es posible verificar la autenticidad de los documentos que 

soportan esta ejecución.  

 

De manera que, al no existir en la normatividad actual un postulado que 

precise la valoración del título ejecutivo aportado de manera digital, este 

Juzgado ha de remitirse a lo dispuesto en el inc. 2° art. 245 del C.G.P., 

aplicable por analogía en materia laboral, en virtud del art. 145 del C.P.T., el 

cual prevé: 

“Los documentos se aportarán al proceso en original o en copia. 
 
Las partes deberán aportar el original del documento cuando estuviere 
en su poder, salvo causa justificada. Cuando se allegue copia, el 
aportante deberá indicar en dónde se encuentra el original, si tuviere 
conocimiento de ello.” (Negrita fuera de texto) 

                                                           
1 Parágrafo Articulo 54 A del C.P.T. y de la S.S. 
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De lo anterior se concluye, que la causa justificada para no aportar los 

documentos base de esta ejecución, es la medida adoptada por el Gobierno 

Nacional a través del Decreto 806 de 2020, pues lo que se pretende con esta 

disposición, es flexibilizar la atención presencial a los usuarios del servicio de 

justicia, y en su lugar, implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en el trámite de los procesos judiciales, ello con el fin de evitar 

y controlar la propagación de la Covid-19.  

 

Si bien lo anterior justifica la presentación del título ejecutivo en forma digital, 

resulta necesario en este caso concreto, que la parte ejecutante en virtud a lo 

normado en el inc. 2° art. 245 del C.G.P. y en concordancia con lo dispuesto 

en el parágrafo del art. 54 A del C.P.T. y de la S.S., indique que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder, bien sea en 

original o en copia auténtica; advirtiéndose desde ya, que esta decisión bajo 

ningún motivo desconoce el postulado del art. 83 de la Constitución Política, 

el cual prevé, que se presume la buena fe de las actuaciones desplegadas por 

los particulares y las autoridades públicas, pues el num. 12 del art. 78 de 

C.G.P., impone como deber de las partes y de los apoderados lo siguiente: 

 

“Adoptar las medidas para conservar en su poder las pruebas y la información 
contenida en mensajes de datos que tenga relación con el proceso y exhibirla 
cuando sea exigida por el juez, de acuerdo con los procedimientos establecidos 
en este código.”     

 

Para dar cumplimiento a lo anterior, se concede a la parte ejecutante, un 
término de cinco (5) días; vencido este término, ingrese el expediente al 

Despacho, para tomar la decisión que en derecho corresponda. 

 

Se REQUIERE a las partes, apoderados y auxiliares de la justicia, para que 

en lo sucesivo, envíen sus memoriales en formato PDF, al correo electrónico 

j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto del mensaje informe el 

número del proceso al cual van a radicar la correspondencia e informen sus 

canales de comunicación: abonado telefónico y dirección electrónica, 

conforme el Decreto 806 del 04 de junio de 2020, el cual dispone la utilización 

de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, en el trámite de 

los procesos judiciales. 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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EJECUTIVO No. 2021 00452 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 12 de agosto de 2021, pasa al 

Despacho informando, que correspondió por reparto la presente demanda 

ejecutiva, y quedó radicada bajo el No. 2021-00452. Sírvase proveer.  

 
 EMELY LORENA PARRA ROJAS  

Secretaria. 
DL 
   

  REPÚBLICA DE COLOMBIA  

 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, este Despacho ha de señalar en 

primer lugar, que en razón a la declaratoria de estado de emergencia 

económica, social y ecológica por parte del Gobierno Nacional, fue expedido el 

Decreto 806 del 04 de junio de 2020, con el fin de “implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 

los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de 

justicia”. 
 

El Decreto 806 en su art. 6° estableció que, las demandas serían presentadas 

como mensaje de datos, al igual que sus anexos, sin que sea necesaria la 

presentación de copias físicas o electrónicas, para el traslado o para el archivo 

del Juzgado.   

 

A su turno, el parágrafo 1° del citado precepto, señaló que esa disposición es 

aplicable a cualquier actuación procesal, incluidas las que se surtan dentro 

del proceso ejecutivo.  

 

En segundo lugar, y como es sabido, cuando en el proceso ejecutivo laboral se 

pretenda hacer valer un documento como título ejecutivo1, su presentación 

debe efectuarse, bien sea en original o en copia auténtica, sin embargo, en 

atención a lo normado en el parágrafo 1° art. 6° del Decreto 806 de 2020, en 

este caso, no es posible verificar la autenticidad de los documentos que 

soportan esta ejecución.  

 

De manera que, al no existir en la normatividad actual un postulado que 

precise la valoración del título ejecutivo aportado de manera digital, este 

Juzgado ha de remitirse a lo dispuesto en el inc. 2° art. 245 del C.G.P., 

aplicable por analogía en materia laboral, en virtud del art. 145 del C.P.T., el 

cual prevé: 

“Los documentos se aportarán al proceso en original o en copia. 
 
Las partes deberán aportar el original del documento cuando estuviere 
en su poder, salvo causa justificada. Cuando se allegue copia, el 
aportante deberá indicar en dónde se encuentra el original, si tuviere 
conocimiento de ello.” (Negrita fuera de texto) 

                                                           
1 Parágrafo Articulo 54 A del C.P.T. y de la S.S. 
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De lo anterior se concluye, que la causa justificada para no aportar los 

documentos base de esta ejecución, es la medida adoptada por el Gobierno 

Nacional a través del Decreto 806 de 2020, pues lo que se pretende con esta 

disposición, es flexibilizar la atención presencial a los usuarios del servicio de 

justicia, y en su lugar, implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en el trámite de los procesos judiciales, ello con el fin de evitar 

y controlar la propagación de la Covid-19.  

 

Si bien lo anterior justifica la presentación del título ejecutivo en forma digital, 

resulta necesario en este caso concreto, que la parte ejecutante en virtud a lo 

normado en el inc. 2° art. 245 del C.G.P. y en concordancia con lo dispuesto 

en el parágrafo del art. 54 A del C.P.T. y de la S.S., indique que los 

documentos base de esta ejecución, se encuentran en su poder, bien sea en 

original o en copia auténtica; advirtiéndose desde ya, que esta decisión bajo 

ningún motivo desconoce el postulado del art. 83 de la Constitución Política, 

el cual prevé, que se presume la buena fe de las actuaciones desplegadas por 

los particulares y las autoridades públicas, pues el num. 12 del art. 78 de 

C.G.P., impone como deber de las partes y de los apoderados lo siguiente: 

 

“Adoptar las medidas para conservar en su poder las pruebas y la información 
contenida en mensajes de datos que tenga relación con el proceso y exhibirla 
cuando sea exigida por el juez, de acuerdo con los procedimientos establecidos 
en este código.”     

 

Para dar cumplimiento a lo anterior, se concede a la parte ejecutante, un 
término de cinco (5) días; vencido este término, ingrese el expediente al 

Despacho, para tomar la decisión que en derecho corresponda. 

 

Se REQUIERE a las partes, apoderados y auxiliares de la justicia, para que 

en lo sucesivo, envíen sus memoriales en formato PDF, al correo electrónico 

j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto del mensaje informe el 

número del proceso al cual van a radicar la correspondencia e informen sus 

canales de comunicación: abonado telefónico y dirección electrónica, 

conforme el Decreto 806 del 04 de junio de 2020, el cual dispone la utilización 

de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, en el trámite de 

los procesos judiciales. 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Deicy Johanna Valero Ortiz 
Juez 

Laborales 012 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 055 
HOY 17 DE AGOSTO DE 2021 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
EMELY LORENA PARRA ROJAS 

Secretaria 
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